El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
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PERDIDA DE AVAL DE CANDIDATO A ALCALDÍA / NO ES RESPONSABILIDAD CONTRACTUAL NI EXTRACONTRACTUAL / SE NIEGAN LAS PRETENSIONES / SE CONFIRMA / Agrega que por habérsele dado el aval surgió entre las partes un contrato que ha sido violado por el Partido Conservador, y aunque no existiera relación contractual, lo cierto es que dicha actuación le generó daños que deben ser reparados, cualquiera sea la fuente de la obligación, bien contractual o extracontractual. La verdad sabida y buena fe guardada tiene límites en los propios estatutos del Partido, entre ellos, el debido proceso, que para el caso concreto lo eran las Resoluciones 032 de 2010 y 023 de 2011. 

Concluye señalando, que conforme a la Constitución Política, el artículo 31 de la Ley 1475 de 2011 y la Resolución 1801 del 15 de septiembre de 2011 del Consejo Nacional Electoral, no era posible la revocatoria del aval y mucho menos la revocatoria de la inscripción.

PRETENSIONES: Pretenden los demandantes, declarar civil y contractualmente responsable al Partido Conservador Colombiano, por haberle retirado al señor Martín Elías Allan Marín “…el aval y ordenar dejar sin efecto la inscripción, como candidato a la Alcaldía de Dosquebradas Risaralda por el Partido Conservador Colombiano”.

Subsidiariamente pidió, en caso de no prosperar la anterior petición, declararlo civil y extracontractualmente responsable por las mismas razones.

(…)
De frente a estas peticiones, es claro para la Sala que el análisis del asunto en primera instancia ha debido comenzar por las pretensiones principales, pues solo negadas ellas, procedía estudiar las subsidiarias. Y para ello era menester deslindar la responsabilidad contractual de la extracontractual.

Con tal fin, el funcionario trajo a relación, en extenso, la sentencia C-1008 de 2010, que, en realidad, es un buen referente para establecer que, a pesar de las corrientes que pregonan la unicidad de la responsabilidad civil (contractual y extracontractual), subsisten hoy día diferencias, a la luz de la legislación nacional, que impiden darles el mismo tratamiento. Como el juzgado en el fallo transcribió tal providencia en lo que a esa distinción se refiere, a su lectura se remite en gracia de la brevedad. 

Y es que, entre las diferencias que se pueden destacar, descuella, precisamente, la que tiene que ver con la reclamación por la vía judicial de una responsabilidad, porque, los presupuestos axiales de una y otra varían. Si es contractual, habrá que acreditar, primeramente, la existencia del negocio jurídico, luego el incumplimiento, y a partir de allí, la culpa, el daño y el nexo causal. 

Si es extracontractual, en general, deberán probarse el hecho, la culpa, el daño y el nexo causal.

(…)
Retomando, surge para esta Sala, que cuando de una responsabilidad civil contractual se trata, en principio, solo quienes fueron parte en el negocio jurídico tienen interés para reclamar la indemnización de los perjuicios que de su incumplimiento puedan derivarse, aunque en ocasiones lo pueden tener terceros,  vinculados jurídicamente a alguno de ellos, y respecto de los cuales se extiendan  los derechos y obligaciones del respectivo convenio.

De no darse tales condiciones, es decir, cuando el contrato no afecta ni beneficia a un tercero, cualquier indemnización que pretenda reclamar el tercero deberá hacerlo por la vía de la responsabilidad civil extracontractual.

En este caso, la Ley 130 de 1994, vigente para cuando se otorgó el aval (5 de julio de 2011, f. 11, c. 1), establecía que los partidos y movimientos políticos, con personería jurídica reconocida, podrían postular candidatos a cualquier cargo de elección popular sin requisito adicional alguno; y que la inscripción debería ser avalada por el representante legal del partido o movimiento político. De ese aval, que no es más que un respaldo, de tipo político en este caso, no ve la Sala que se desprenda un negocio jurídico del que pueda predicarse su incumplimiento con la posibilidad de reclamar determinadas prestaciones. Se trata, como lo destacó el Juzgado, de un acto de trámite, antecedente de una inscripción, que no crea, extingue o modifica derechos subjetivos del avalado. Y si un contrato se caracteriza por crear derechos y obligaciones, ninguna posibilidad existe de señalar que entre un partido político y un aspirante a un cargo de elección popular que recibe su aval, hubo un negocio de tal naturaleza. 

Siendo así, la reclamada responsabilidad contractual se viene a menos en lo que corresponde a Martín Elías Allan Marín; y, por supuesto, en mayor medida, frente a los restantes demandantes.

Así que las pretensiones principales, por este solo hecho, tenían qué fracasar.
Ello obliga, entonces, a ubicar la situación en las subsidiarias, esto es, en la responsabilidad extracontractual que se le atribuye al Partido Conservador Colombiano, en cuanto decidió aniquilar el aval que ya había otorgado al señor Martín Elías Allan Marín, para su inscripción como candidato a la alcaldía de Dosquebradas, en las elecciones que se realizaron en octubre de 2011. 

Es decir que, como se dijo con antelación, es necesario tener por acreditados el hecho, la culpa, el daño y el nexo causal. Carga que incumbía al demandante, por cuanto el asunto está regido por el régimen de la culpa probada de que trata del artículo 2341 del C. Civil.
(…)
Pero, como lo concluyó el juzgado, el anterior derrotero permite ver que la actuación del movimiento político estuvo acorde con el calendario electoral y sus estatutos. Con lo primero, porque el artículo 2 de la Ley 163 de 1994, dispone la inscripción de candidatos hasta 55 días antes de la elección, efecto para el cual, el CNE fijó el calendario electoral para los comicios a realizarse el 30 de octubre de ese año, y determinó, en la resolución 0871 del mes de febrero de 2011 (lo que se puede consultar en la página http://www.registraduria.gov.co/-Normatividad,280-.html), que la inscripción iría hasta el 10 de agosto, e incluso, de acuerdo con la misma norma de la Ley en cita, podían modificarse las listas dentro de los cinco días siguientes. 

Como se observa, todas las decisiones en el caso del señor Allan Marín, se adoptaron antes de esa fecha; pero lo más destacable de la situación, es que si bien el 5 de julio de 2011 el Partido Conservador Colombiano expidió el aval (f. 11, c. 1), el 21 de ese mismo mes, antes de que se produjera la inscripción de la candidatura, le solicitó a la Registraduría Nacional del Estado Civil, que se abstuviera de hacerlo.
(…)
Es posible, como lo relataron varios testigos, que la comunidad especulara sobre la cancelación de su candidatura, pero lo cierto es que ninguna injerencia específica tuvo el Partido en la difamación, si es que en realidad la hubo, respecto de Allan Marín. Los deponentes Luis Fernando Jiménez Tobón y María Astrid Gaviria Estrada, señalaron que la comunidad comentaba que él se había vendido; en tanto que Gloria Patricia Ramírez Gallego solo dijo que se convirtió en el hazmerreír en el municipio, y Jorge Libardo Montoya Álvarez, que se decía que su candidatura buscaba negociar, porque no tenía fuerza política. 

En ninguna de estas situaciones que mencionan los testigos aflora que, por cuenta del Partido, se hubiera puesto en entredicho su buen nombre; fue la especulación, simplemente, de una colectividad, que no puede trasladársele al demandado, cuando todas sus decisiones se adoptaron, según la prueba recaudada, dentro del marco legal por el que se rige.
(…)

Puede concluirse, entonces, que ocurrieron unos hechos: el aval otorgado, la solicitud de su suspensión, la inscripción de la candidatura a pesar de la posición que ya había asumido el Partido de estudiar si ratificaba o no dicho aval; y la posterior cancelación del mismo. Pero ninguna certeza existe en el sentido de que los comentarios que, según los testigos, se hacían, hubiesen sido propiciados por el demandado, ni que le hubiesen causado un daño. Todo se quedó dentro de la autonomía de los partidos políticos de avalar a un aspirante, pero también de remover ese apoyo, dentro del cronograma electoral diseñado.

Es decir, que la parte demandante no logró su cometido de probar el daño como elemento estructural de la responsabilidad que se le atribuye en este caso a la entidad demandada y de esa manera las cosas, no es del caso analizar los demás.
Magistrada Ponente: 
Claudia María Arcila Ríos
Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas 

Proceso:


Ordinario

Demandantes:

Martín Elías Allan Marín, Gladys Echeverri Torres, Solangel, Martha Cecilia y Harold Mauricio Allan Marín

Apoderado:


Mario Díaz Cano
Demandado:

Partido Conservador Colombiano  

Apoderada:


Orfa Patricia Monroy García
Radicado:


66170-31-03-001-2012-00233-01

Fecha audiencia:  
Diciembre: 4 de 2017. Hora: 10: am
RESUMEN HECHOS DEMANDA PRESENTADA EL 13 DE NOVIEMBRE DE 2012: El demandante durante toda su vida política ha militado en el Partido Conservador Colombiano, pues su fallecido padre, el señor Héctor Enrique Allan García fue diputado y durante seis períodos concejal del municipio de Dosquebradas; por ello, se presentó como precandidato de ese partido a la alcaldía de Dosquebradas, para el período 2012-2015, siguiendo las directrices de la Resolución No. 032 del 21 de diciembre de 2010. 
El citado movimiento político goza de personería jurídica otorgada por el Consejo Nacional Electoral y posee sus propios estatutos inscritos mediante resolución No. 1143 de 2005. En el artículo 1º de la citada Resolución 032 “…por medio de la cual se reglamentan los mecanismos estatutarios para escoger los candidatos del partido a las elecciones regionales del 30 de octubre de 2011” se estableció como término de inscripción para el mencionado cargo, entre el 21 de diciembre de 2010 y el 10 de abril de 2011. El demandante lo hizo el 14 de febrero de 2011, fecha desde la cual “…comenzó con toda responsabilidad a actuar como precandidato, asistiendo a foros, a programas de radio, ruedas de prensa”.  Igualmente, “…realizó gastos propios de una aspiración de esa magnitud, para ello abrió sede como candidato en la calle 34 No. 14-23 local I Guadalupe Dosquebradas, contrató los servicios de LAURA MARCELA OSPINA RAMÍREZ para que cumpliera funciones de asistente y permaneciera atendiendo al público en la sede, tomó en calidad de arrendatario el vehículo de placas LZR 269 de propiedad de OSCAR GAVIRIA, contrató un profesional en periodismo y un profesional en publicidad y diseño y realizó las actividades normales en calidad de candidato con los líderes y su equipo de trabajo, generándose compra de gasolina para la movilización en el vehículo automotor, atenciones y desayunos de trabajos, etc”. También se inscribieron para el mismo cargo, los señores Fernando Florez Valencia y Nestor Stiven Leyva Restrepo, quienes posteriormente renunciaron a sus aspiraciones políticas, quedando como único precandidato a la Alcaldía de Dosquebradas, el demandante, circunstancia, que de acuerdo a la mencionada Resolución “…relevaban la necesidad de efectuarse la consulta interna del partido”.  
El 5 de julio de 2011, el señor Martín Elías Allan Marín recibió el aval del Partido Conservador Colombiano como candidato oficial a la Alcaldía del municipio de Dosquebradas. El 11 siguiente, el Secretario General de ese movimiento político, por solicitud del señor Arbey Rivera Grajales, autorizó realizar el “…CONGRESO MUNICIPAL CONSERVADOR DE DOSQUEBRADAS, para el 23 de Julio, con el FIN DE DETERMINAR “ALIANZA Y/O PROCLAMAR AL CANDIDATO DEL PARTIDO CONSERVADOR”.  El demandante consideró esa solicitud con su respectiva autorización, como algo normal, atendiendo que los estatutos del partido establecen que en caso de la existencia de candidato único se realizaría un congreso con el fin de proclamarlo como tal y en cuanto a la alianza, que sería para discutir acerca del apoyo económico que recibirían de otros partidos o movimientos políticos. 
El 18 del mismo mes y año, el demandante en ejercicio de los derechos que tenía como candidato oficial a la Alcaldía de Dosquebradas, avalado por el Partido Conservador Colombiano, acudió ante la Registraduría Municipal del Estado Civil de dicho municipio donde fue atendido por el señor Luis Valle, a inscribir su nombre como tal, donde suscribió el formulario  E6-AL. Sin embargo, dicho formulario no fue firmado por el funcionario que lo atendió aduciendo “…no estar autorizado para la firma del formulario…”…que debía ser firmado por el doctor AUGUSTO GALVIS, registrador municipal, y que éste se encontraba en una capacitación de la que regresaría el 21 de julio de 2011”.   Llegada la fecha, el demandante acudió en compañía de algunos simpatizantes a la citada oficina para que se le expidiera copia de la inscripción como candidato, que le fue negada por el propio Registrador Municipal, Augusto Galvis, aduciendo “…una presunta inhabilidad de acuerdo a lo expuesto en oficio allegado mediante un fax proveniente del DIRCTORIO NACIONAL DEL PARTIDO CONSERVADOR, en donde se solicitaba la no inscripción”. En razón a ello, se pidió explicación sobre la presunta inhabilidad, pero no se obtuvo respuesta alguna. Finalmente y ante tantos requerimientos, el Registrador se vio obligado a firmar el formulario E6-AL quedando oficializada la inscripción del demandante como candidato único por el Partido Conservador Colombiano para la Alcaldía de Dosquebradas.   
El Directorio Nacional del Partido Conservador Colombiano, de manera paralela a la actuación desplegada por el actor, emitió la Resolución No. 023 del 30 de mayo de 2011, por medio de la cual “…se unifican, compilan, adicionan y derogan algunas disposiciones contenidas en las resoluciones 033 del 21 de diciembre de 2010, 015 del 28 de abril de 2011 y 018 del 9 de mayo de 2011, las cuales reglamentan los Congresos Territoriales del Partido como mecanismo para elegir los candidatos a cargos uninominales de elección popular en las elecciones regionales de octubre 30 de 2011 y se dictan otras disposiciones…”. 

Con fundamento en la citada resolución, el Secretario General del Partido Conservador Colombiano autorizó convocar al Congreso Municipal del Partido Conservador de Dosquebradas para el 23 de julio de 2011 con el “…FIN DE DETERMINAR ALIANZA Y/O PROCLAMAR AL CANDIDATO del partido para la elección de Alcalde”. Extrañamente y sin fundamento conocido, el Congreso no se realizó en la mencionada fecha sino que se aplazó para el 29 siguiente, fecha extemporánea, porque el plazo para hacerlo iba hasta “…el 24 de julio de 2011”. En dicho acto, se determinó “…que el Partido Conservador Municipal de Dosquebradas no tuviera candidato propio a la Alcaldía de Dosquebradas.” Con esa determinación se violó la Resolución No. 023 de 2011, amén de que se hizo “por fuera de lo establecido en los artículos 84 y 85 de los Estatutos del Partido que determinan: “(…) cuando cerrado el período de inscripción de aspirantes y solo se presentare un aspirante habilitado para ser elegido para el cargo al cual aspira, corresponde convocar el congreso del Partido en esa jurisdicción territorial a fin de proclamar el candidato único y promulgar su programa (…)”.  Asegura que en el orden del día del Congreso realizado, no se tenía previsto “ELEGIR Y/O PROCLAMAR Y ESTABLECER ALIANZAS DEL PARTIDO CONSERVADOR PARA LA ELECCIÓN DE ALCALDE EN LAS ELECCIONES REGIONALES DEL 30 DE OCTUBRE PÓXIMO”; tampoco propuesta alguna de modificación del orden del día que permitiera abordar tema distinto como lo ocurrido”. Además, esa decisión no le fue notificada al actor.

Con base en lo decidido por el Congreso, el Directorio Nacional Conservador emitió la Resolución No. 042 del 1º de agosto de 2011, por medio de la cual le revocó el aval al demandante como candidato único a la Alcaldía de Dosquebradas, argumentando “VERDAD SABIDA Y BUENA FE GUARDADA”. Posteriormente la Asesoría Jurídica de la Secretaría General del Partido Conservador Colombiano emitió constancia convalidando toda la actuación y las decisiones del Congreso Municipal del Partido Conservador de Dosquebradas realizado el 29 de julio de 2011. 

El 28 de septiembre del mismo año, el Partido Conservador de Dosquebradas, explicó, en relación con el argumento que tuvo para revocarle el aval al demandante de “VERDAD SABIDA Y BUENA FE GUARDADA” que este correspondía realmente a “conveniencias políticas”.  Considera que con la actuación desplegada por la parte demandada, se le vulneraron sus derechos políticos y se le causaron daños materiales y morales, como quiera que sus seguidores “…consideraron que su retiro como candidato a la Alcaldía de Dosquebradas, obedeció a una renuncia negociada en la que mediaron intereses económicos, dádivas o similares, traicionando a todos los seguidores…”. También le impidió “…la posibilidad de haber aspirado por cualquiera otro movimiento, partido político o grupo de ciudadanos, perdiendo la oportunidad de ser candidato para exponer todas sus tesis de gobierno al igual la posibilidad de haber gobernado la municipalidad de Dosquebradas”.
Agrega que por habérsele dado el aval surgió entre las partes un contrato que ha sido violado por el Partido Conservador, y aunque no existiera relación contractual, lo cierto es que dicha actuación le generó daños que deben ser reparados, cualquiera sea la fuente de la obligación, bien contractual o extracontractual. La verdad sabida y buena fe guardada tiene límites en los propios estatutos del Partido, entre ellos, el debido proceso, que para el caso concreto lo eran las Resoluciones 032 de 2010 y 023 de 2011. 

Concluye señalando, que conforme a la Constitución Política, el artículo 31 de la Ley 1475 de 2011 y la Resolución 1801 del 15 de septiembre de 2011 del Consejo Nacional Electoral, no era posible la revocatoria del aval y mucho menos la revocatoria de la inscripción.

2. PRETENSIONES: Pretenden los demandantes, declarar civil y contractualmente responsable al Partido Conservador Colombiano, por haberle retirado al señor Martín Elías Allan Marín “…el aval y ordenar dejar sin efecto la inscripción, como candidato a la Alcaldía de Dosquebradas Risaralda por el Partido Conservador Colombiano”.

Subsidiariamente pidió, en caso de no prosperar la anterior petición, declararlo civil y extracontractualmente responsable por las mismas razones. 

Consecuente con cualquiera de tales declaraciones, solicitaron condenarlo a resarcirles los daños y perjuicios de orden material e inmaterial, detallados en el escrito de corrección a la demanda.
3. RESPUESTA A LA DEMANDA: Por medio de apoderada judicial, la parte demandada contestó. Aceptó algunos hechos, otros los negó y dijo no constarle los demás. Se opuso a las pretensiones de la demanda,  expresando, en síntesis, que no existe derecho adquirido para los candidatos por el hecho de surtirse el proceso de inscripción, aún ante la autoridad electoral correspondiente, porque la legislación permite realizar modificaciones en un período de 8 días siguientes al cierre de las inscripciones, y que por virtud de la autonomía de los partidos, dada por la Constitución y sus estatutos, pueden conceder y retirar avales en el momento que lo estimen conveniente; prueba de ello es que el Consejo Nacional Electoral, mediante Resolución No. 2058 del 20 de septiembre de 2011, frente al caso concretó expresó “…teniendo en cuenta que la precitada solicitud de la precitada corporación por revocatoria de aval, cuando el partido no decide participar con candidato propio en una elección, desborda el ámbito de competencia del Consejo Nacional Electoral, en virtud de que los partidos y movimientos políticos son autónomos en su decisión de participar directamente con sus propios candidatos o apoyar al de otros partidos…”. Agrega, que si los partidos tienen la facultad de otorgar y retirar avales, no se puede hablar de una relación contractual entre partidos y candidatos, ni mucho menos de obligaciones o derechos adquiridos. Si la decisión del Congreso territorial es la de no respaldar un candidato a un cargo uninominal, a pesar de no mediar causal de inhabilidad o incompatibilidad, el partido o grupo político asume la responsabilidad que le corresponda, dentro de su autonomía e independencia de la libertad democrática que lo ampara. La concesión del aval se funda en la confianza del partido en sus candidatos, y su revocatoria en la democracia interna de ellos, y el control de ello corresponde al Consejo Nacional Electoral y al Contencioso Administrativo. La expedición o retiro de avales es intangible dentro de la autonomía de los partidos, dentro de los principios democráticos de igualdad y libre escogencia.   

4. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA: La copia se anexa en documento separado.
5. RECURSO DE APELACIÓN: APELACIÓN PARTE DEMANDANTE – REPAROS: (Transcripción) “Presento recurso de apelación. Básicamente lo oriento inicialmente hacia la parte de las costas, las pretensiones de la demanda no consagraban daños materiales ya que si bien, inicialmente se presentó así pero posteriormente hubo una subsanación de la demanda mediante la cual se retiró las pretensiones materiales, los daños materiales que se habían causado con estos hechos. En segundo lugar reitero lo establecido en los hechos de la demanda en el sentido de que el Partido Conservador Colombiano si tenía la obligación de observar el debido proceso interno y es con ocasión a ello que la apelación se va a dirigir como quiera que el Partido Conservador había establecido unos parámetros o reglase de juego para elegir a los precandidatos o candidatos. La última asamblea que se realizó por parte del Partido Conservador fue violatoria como ya se dijo de la resolución número 23 de mayo 30 de 2011, estaba por fuera, fue extemporánea. De igual manera considero que el Partido Conservador durante toda la contestación de la demanda, solamente se limitó a decir que eran conveniencias políticas, y la buena fe y la verdad sabida, pero nunca llegó a determinar dentro del proceso en qué consistió eso, sino simplemente  se dejó en el ambiente solamente esas palabras, lo que implica que efectivamente si se le generó unos daños a mi poderdante en la medida que dentro de la misma comunidad Biquebradense se generó ese ambiente en el sentido de que este señor había recibido dinero a cambio de haberse retirado del Partido Conservador Colombiano, en esos dos sentidos orientaré la sustentación de la apelación ante la segunda instancia en su momento oportuno. Gracias”.
SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA: 

Procede la Sala a pronunciar el fallo de segunda instancia, con motivo del recurso de apelación que interpuso el apoderado judicial de la parte demandante, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, el 26 de abril de 2016, en este proceso ordinario instaurado por los señores Martín Elías Allan Marín, Gladys Echeverri Torres, Solangel, Martha Cecilia y Harold Mauricio Allan Marín, contra el Partido Conservador Colombiano.
CONSIDERACIONES   

Se encuentran reunidos los presupuestos procesales y no se avizora causal de nulidad que dé al traste con la actuación.  

El problema jurídico planteado se dirige a establecer si acertó el juzgado al negar la responsabilidad deprecada del Partido Conservador Colombiano, o si, como insisten los demandantes, han debido prosperar las súplicas por cuanto se vulneró el debido proceso y se quedó sin demostración la causa para negar el aval como candidato a la alcaldía de Dosquebradas al señor Martín Elías Allan Marín. Además, si la condena en costas se ajustó a lo que fue pedido.  

1. Para adentrarnos en el análisis, es preciso tener en cuenta, porque el Juzgado en su presentación inicial lo pasó por alto, que la demanda fue inadmitida para que se determinara el monto de los perjuicios materiales reclamados en los términos del artículo 10 de la Ley 1395 de 2010 (f. 257, c. 1), a lo cual respondieron los demandantes que corregían el libelo para retirar, concretamente, las pretensiones de tipo patrimonial, de manera que ellas quedaron definidas, en resumen, así: 
Principales: tendientes a la declaración de responsabilidad civil contractual del demandado al retirar el aval del señor Allan Marín y ordenar que quedara sin efecto su inscripción como candidato, con violación del debido proceso.

Subsidiarias: dirigidas a que se declarara la responsabilidad civil extracontractual del partido, por las mismas razones. 

Consecuenciales de unas y otras: la condena al pago de perjuicios morales y por el daño a la vida de relación, causados a Martín Elías Allan Marín; y los morales irrogados a Gladys Echeverri Torres (compañera permanente) y Solangel, Martha Cecilia y Harold Mauricio Allan Marín (hermanos). 

2. De frente a estas peticiones, es claro para la Sala que el análisis del asunto en primera instancia ha debido comenzar por las pretensiones principales, pues solo negadas ellas, procedía estudiar las subsidiarias. Y para ello era menester deslindar la responsabilidad contractual de la extracontractual.

Con tal fin, el funcionario trajo a relación, en extenso, la sentencia C-1008 de 2010, que, en realidad, es un buen referente para establecer que, a pesar de las corrientes que pregonan la unicidad de la responsabilidad civil (contractual y extracontractual), subsisten hoy día diferencias, a la luz de la legislación nacional, que impiden darles el mismo tratamiento. Como el juzgado en el fallo transcribió tal providencia en lo que a esa distinción se refiere, a su lectura se remite en gracia de la brevedad. 
Y es que, entre las diferencias que se pueden destacar, descuella, precisamente, la que tiene que ver con la reclamación por la vía judicial de una responsabilidad, porque, los presupuestos axiales de una y otra varían. Si es contractual, habrá que acreditar, primeramente, la existencia del negocio jurídico, luego el incumplimiento, y a partir de allí, la culpa, el daño y el nexo causal. 
Si es extracontractual, en general, deberán probarse el hecho, la culpa, el daño y el nexo causal. 

De manera que, para abordar en este caso las pretensiones principales, lo primero que debía establecerse era si entre Martín Elías Allan Marín y el Partido Conservador Colombiano, existió un contrato, de cuyo incumplimiento pudieran derivarse unas consecuencias. A partir de esa resolución, podría hallarse legitimación en la causa, por activa y por pasiva. Con mayor razón, si en el extremo demandante aparecen, quien aparentemente fue parte en el convenio y terceros (como la compañera y los hermanos). 

Es sabido que, por regla general, un contrato es ley para las partes (art. 1602 CC), por lo cual, en principio, solo quienes concurrieron a su celebración estarían legitimados para reclamar las indemnizaciones que de su incumplimiento deriven, o su nulidad, o una eventual simulación o la lesión que sufran. Esto, sin pasar por alto que a su alrededor pueden existir otras personas que resulten beneficiadas o afectadas con una determinada convención, lo que en determinados casos las legitimaría, como en profundidad lo analizó la Sala de Casación Civil de la Corte, en la sentencia SC1182-2016, radicado 54001-31-03-003-2008-00064-01, M.P. Ariel Salazar Ramírez, en la que, en alguno de sus apartes expresó que: 
“En la periferia del contrato, entonces, existen terceros a los cuales el incumplimiento, los vicios en su formación, el ocultamiento de la voluntad real de los contratantes y el desequilibrio en su contenido prestacional los alcanza y afecta patrimonialmente. 
La distorsión de que ha sido objeto el axioma res inter allios acta ha representado, en no pocos casos, la imposición de un obstáculo o blindaje del convenio frente a las personas que, aunque ostentan un interés jurídico serio en virtud de los efectos que le reporta ese negocio jurídico, no concurrieron a su celebración, cuando su genuino alcance excluye únicamente a quienes son enteramente ajenos a la relación contractual, también llamados terceros absolutos o penitus extranei.  

Son ellos los sujetos totalmente extraños al contrato y que no tienen vinculación alguna con las partes, por lo que aquel ni les perjudica ni les aprovecha. 

En el grupo de los no celebrantes del convenio, sin embargo, también se encuentran los terceros relativos, quienes sí guardan una vinculación jurídica con los contratantes por cuanto dicho pacto les irradia derechos y obligaciones. 

En ese sentido «-puede suceder –anota Morales Molina- que un tercero se halle jurídicamente vinculado a una de las partes principales o a la pretensión que se debate, y que por ello pueda resultar afectado por la sentencia que llegue a proferirse. A éste se le denomina tercero interesado, y por razón de su interés jurídico la ley le brinda los medios de intervenir en el proceso para hacerlo parte».

Retomando, surge para esta Sala, que cuando de una responsabilidad civil contractual se trata, en principio, solo quienes fueron parte en el negocio jurídico tienen interés para reclamar la indemnización de los perjuicios que de su incumplimiento puedan derivarse, aunque en ocasiones lo pueden tener terceros,  vinculados jurídicamente a alguno de ellos, y respecto de los cuales se extiendan  los derechos y obligaciones del respectivo convenio.

De no darse tales condiciones, es decir, cuando el contrato no afecta ni beneficia a un tercero, cualquier indemnización que pretenda reclamar el tercero deberá hacerlo por la vía de la responsabilidad civil extracontractual.
En este caso, la Ley 130 de 1994, vigente para cuando se otorgó el aval (5 de julio de 2011, f. 11, c. 1), establecía que los partidos y movimientos políticos, con personería jurídica reconocida, podrían postular candidatos a cualquier cargo de elección popular sin requisito adicional alguno; y que la inscripción debería ser avalada por el representante legal del partido o movimiento político. De ese aval, que no es más que un respaldo, de tipo político en este caso, no ve la Sala que se desprenda un negocio jurídico del que pueda predicarse su incumplimiento con la posibilidad de reclamar determinadas prestaciones. Se trata, como lo destacó el Juzgado, de un acto de trámite, antecedente de una inscripción, que no crea, extingue o modifica derechos subjetivos del avalado. Y si un contrato se caracteriza por crear derechos y obligaciones, ninguna posibilidad existe de señalar que entre un partido político y un aspirante a un cargo de elección popular que recibe su aval, hubo un negocio de tal naturaleza. 
Siendo así, la reclamada responsabilidad contractual se viene a menos en lo que corresponde a Martín Elías Allan Marín; y, por supuesto, en mayor medida, frente a los restantes demandantes.
Así que las pretensiones principales, por este solo hecho, tenían qué fracasar. 

Ello obliga, entonces, a ubicar la situación en las subsidiarias, esto es, en la responsabilidad extracontractual que se le atribuye al Partido Conservador Colombiano, en cuanto decidió aniquilar el aval que ya había otorgado al señor Martín Elías Allan Marín, para su inscripción como candidato a la alcaldía de Dosquebradas, en las elecciones que se realizaron en octubre de 2011. 
Es decir que, como se dijo con antelación, es necesario tener por acreditados el hecho, la culpa, el daño y el nexo causal. Carga que incumbía al demandante, por cuanto el asunto está regido por el régimen de la culpa probada de que trata del artículo 2341 del C. Civil. 

Se hace derivar la responsabilidad en el presente asunto, de la afectación del buen nombre de Martín Elías Allan, al ser despojado del aval que el Partido Conservador le había otorgado. 

En el fallo, se hizo una buena síntesis de lo acontecido, que es pertinente recordarlo para la conclusión final:

· “El 14 de febrero de 2011 el señor Martín Elías Allan Marín, se inscribió como precandidato a la alcaldía (fl.4)

· El 10 de abril de 2011 se cerraron las inscripciones ante el partido (fl. 7), con tres aspirantes: Martín Elías Allan Marín, Fernando Flórez Valencia y Néstor Stiven Leiva Restrepo.

· El 5 de julio de 2011, el Secretario General del Partido Conservador expidió aval al señor Martín Elías (fl.11).

· El 21 de julio el Secretario General del partido Conservador le solicitó al Registrador Municipal de Dosquebradas abstenerse de inscribir al señor Martín Elías, por las razones allí indicadas (fl.16).

· El señor Martín Elías Allan Marín inscribió su candidatura el 29 de julio de 2011 (fl.31).”

…

· El 29 de julio de 2011 se celebró el Congreso Municipal del Partido Conservador en Dosquebradas, en el que aprobó no tener candidato propio para las elecciones de alcalde…

· Con base en la decisión del Congreso del 29 de julio de 2011, el Directorio Nacional del partido Conservador expidió la Resolución No. 042 del 1º de agosto de 2011, revocando el aval al señor Martín Elías Allan Marín.

Se recuerda que la apelación viene sustentada en dos situaciones: la primera, que el Partido Conservador se apartó del debido proceso al revocar el aval; y la segunda, que al aplicar esa máxima de verdad sabida y buena fe guardada sin explicar las razones que lo condujeron a dejar sin aval al candidato, generó un mal ambiente en la comunidad biquebradense, que creyó que había recibido dinero a cambio de declinar su aspiración.

Pero, como lo concluyó el juzgado, el anterior derrotero permite ver que la actuación del movimiento político estuvo acorde con el calendario electoral y sus estatutos. Con lo primero, porque el artículo 2 de la Ley 163 de 1994, dispone la inscripción de candidatos hasta 55 días antes de la elección, efecto para el cual, el CNE fijó el calendario electoral para los comicios a realizarse el 30 de octubre de ese año, y determinó, en la resolución 0871 del mes de febrero de 2011 (lo que se puede consultar en la página http://www.registraduria.gov.co/-Normatividad,280-.html), que la inscripción iría hasta el 10 de agosto, e incluso, de acuerdo con la misma norma de la Ley en cita, podían modificarse las listas dentro de los cinco días siguientes. 
Como se observa, todas las decisiones en el caso del señor Allan Marín, se adoptaron antes de esa fecha; pero lo más destacable de la situación, es que si bien el 5 de julio de 2011 el Partido Conservador Colombiano expidió el aval (f. 11, c. 1), el 21 de ese mismo mes, antes de que se produjera la inscripción de la candidatura, le solicitó a la Registraduría Nacional del Estado Civil, que se abstuviera de hacerlo.

Frente a esa manifestación, el Registrador Municipal del Estado Civil de Dosquebradas, optó por solicitar un concepto del Registrador Delegado en lo Electoral (f. 24, c. 1), acerca de si era viable la inscripción del candidato, a pesar del comunicado del Partido. La respuesta nunca se conoció y, sin embargo, reposa en el expediente copia del formato E-6 AL, en el que el mismo funcionario hace constar la inscripción, el 29 de julio de 2011. 

Este documento se allegó en copia informal, es decir, que carece de la autenticidad que, para el momento de ser aportado, exigía el artículo 254 del Código de Procedimiento Civil, por lo cual no puede otorgársele mérito probatorio. Y aun si se le diera, resulta inexplicable que a pesar de que el Partido solicitó a la Registraduría que se abstuviera de inscribir al candidato, a pesar del aval otorgado (f. 16, c. 1), se hubiera procedido a ello. 
Y más diciente aún es el hecho de que tal acto ocurriera el mismo día en que se realizó el Congreso Municipal del Partido, autorizado por el Secretario General (f. 14, c. 1), en el cual se decidió que no habría candidato propio a la alcaldía del municipio de Dosquebradas (f. 33 a 38, c. 1). 

Tal Congreso, según se analizó, ocurrió dentro de la oportunidad que tenía el Partido para otorgar los avales, y para la inscripción de candidatos; además fue auspiciado por la Secretaría General del Partido, así que no se vislumbra en qué consistió la violación del debido proceso que alega el demandante, como tampoco que, a raíz de las decisiones adoptadas por la colectividad se pudiera afectar el buen nombre de quien aspiraba a una elección popular. 

Es que, además, si se observa bien, en la resolución 042 del 1 de agosto de 2011 (f. 42, c. 1), el Partido Conservador se valió de las normas estatutarias que establecen que es de su arbitrio, en aplicación del principio “verdad sabida y buena fe guardada”, para revocar el aval otorgado al ahora demandante. 

Ni de su contenido, ni del que se desprende del escrito remitido por al Registrador Municipal el 21 de julio de 2011 (f. 16), en el que simplemente se señala que al partido llegó alguna información sobre una posible inhabilidad del señor Martín Elías Allan Marín, se desprende que esa colectividad hubiese puesto en entredicho, ante la comunidad de Dosquebradas, el buen nombre del aspirante. 
Es posible, como lo relataron varios testigos, que la comunidad especulara sobre la cancelación de su candidatura, pero lo cierto es que ninguna injerencia específica tuvo el Partido en la difamación, si es que en realidad la hubo, respecto de Allan Marín. Los deponentes Luis Fernando Jiménez Tobón y María Astrid Gaviria Estrada, señalaron que la comunidad comentaba que él se había vendido; en tanto que Gloria Patricia Ramírez Gallego solo dijo que se convirtió en el hazmerreír en el municipio, y Jorge Libardo Montoya Álvarez, que se decía que su candidatura buscaba negociar, porque no tenía fuerza política. 
En ninguna de estas situaciones que mencionan los testigos aflora que, por cuenta del Partido, se hubiera puesto en entredicho su buen nombre; fue la especulación, simplemente, de una colectividad, que no puede trasladársele al demandado, cuando todas sus decisiones se adoptaron, según la prueba recaudada, dentro del marco legal por el que se rige.
Sobre la expedición del aval y su revocatoria, además de las citas que hizo el juzgado, como criterio auxiliar se recuerda lo que recientemente dijo la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, en sede de tutela (sentencia STP12364-2015, radicación 81692, septiembre 10 de 2015, M.P. Eyder Patiño Cabrera). 

“3. Ahora, respecto de la posibilidad de revocar el aval otorgado a una persona para que actúe como candidato de una colectividad política, que en últimas implica la modificación de las listas o candidatos, ninguna de las normas que regulan la materia hace alusión a sus condiciones o requisitos. 

Sobre ese aspecto, el Consejo Nacional Electoral ha conceptuado que
:

(…) no existe limitación alguna en este aspecto, quedando sujeta únicamente a circunstancias de tiempo.

 

En este estado de las cosas, asumiendo que al aval es un acto potestativo y unipersonal de los partidos y movimientos políticos con personería jurídica,  en cuanto a que es manifestación de la voluntad que posibilita una candidatura, y simultáneamente es garantía de las condiciones morales y calidades del beneficiario, dable es predicar su revocabilidad aún sin consentimiento del candidato.

 

Lo anterior para concluir, que en cualquier momento desde la inscripción hasta el vencimiento del término la modificación de candidaturas, resulta válida la revocatoria del aval por parte de la agrupación política que lo expidió. 

Así, pues, si el otorgamiento del aval político tiene por finalidad garantizar la idoneidad moral del candidato
 en un acto de responsabilidad política que garantiza el ejercicio democrático del proceso electoral, dentro del contexto de la unidad de partido que motivó la reforma a esta institución, para fortalecer el régimen de los partidos políticos y su actuación coherente bajo el régimen de bancadas, entre otras, se ha de aceptar que esta especial condición es inherente a la autonomía que la Constitución Política reconoce a los partidos políticos, de modo que defiere en ellos la posibilidad de regular estatutariamente los mecanismos, controles y procedimientos para su debido funcionamiento.

Por lo tanto, la intromisión del juez de tutela resulta contraria a la autonomía constitucionalmente otorgada a las colectividades políticas, porque sus atribuciones y decisiones están amparadas bajo su discrecionalidad, pues es a la colectividad política en el marco de la dinámica de la democracia, a quien le corresponde evaluar sobre el otorgamiento o la revocatoria de un aval.

Adicionalmente, incluso si se considerase que la acción tutela es mecanismo procedente para exigir el otorgamiento de un aval o rectificar la revocatoria de uno conferido, es necesario analizar que los derechos invocados no han sido vulnerados.

En cuanto al debido proceso que se aduce como vulnerado, en precedencia se han detallado las particulares características de esta atribución, su legitimación en cabeza del partido y la responsabilidad política que surge para la colectividad política y el candidato, la naturaleza especial del aval como parte de un acto preparatorio -el de la inscripción electoral- razones para concluir que no es dable predicar las reglas del debido proceso a una actuación que ni es pública, tampoco asimilable a las reglas del proceso administrativo, ni requiere ser motivada.

Con respecto al derecho a la participación política en su manifestación de elegir y ser elegido, se ha de resaltar que la intervención del juez constitucional solo se justifica cuando a favor del accionante ha surgido de manera clara el derecho fundamental en comento y su pretensión no consiste en la concreción de una mera expectativa
. En el presente asunto se discute la vulneración de derechos surgida de una mera expectativa respecto de la posibilidad de ser elegido, pues se trata de una situación que en la debida oportunidad puede ser modificada por la colectividad política en la que milita el aspirante y en consecuencia, sólo será definitiva cuando precluye la oportunidad para su retiro.

Además, obligar a la Registraduría Nacional del Estado Civil a inscribir extemporáneamente a un candidato para unas elecciones, implica violar el procedimiento legal
, extendiendo aún más, en forma desproporcionada, una etapa en la que no podrían presentarse otras posibles modificaciones. 

Se trata entonces, de reglas generales estatuidas para hacer efectivo el ejercicio de la democracia en nuestro país, fundamento del Estado Social de Derecho, sobre las cuales reposa incluso una reserva legal especial por el carácter estatutario reconocido para las normas generales que la regulan.”
Puede concluirse, entonces, que ocurrieron unos hechos: el aval otorgado, la solicitud de su suspensión, la inscripción de la candidatura a pesar de la posición que ya había asumido el Partido de estudiar si ratificaba o no dicho aval; y la posterior cancelación del mismo. Pero ninguna certeza existe en el sentido de que los comentarios que, según los testigos, se hacían, hubiesen sido propiciados por el demandado, ni que le hubiesen causado un daño. Todo se quedó dentro de la autonomía de los partidos políticos de avalar a un aspirante, pero también de remover ese apoyo, dentro del cronograma electoral diseñado.

Es decir, que la parte demandante no logró su cometido de probar el daño como elemento estructural de la responsabilidad que se le atribuye en este caso a la entidad demandada y de esa manera las cosas, no es del caso analizar los demás. 

Ahora bien, en lo que tiene que ver con las costas, baste decir que el planteamiento está por fuera del escenario procesal que le corresponde, pues no es su imposición a cargo de los demandantes lo que se critica de la providencia, sino el monto de las agencias en derecho, porque, dicen ellos, no tuvo en cuenta el sentenciador, que declinaron de las pretensiones patrimoniales al momento de corregir el libelo. 

Como ello es así, en el esquema del Código General del Proceso, la objeción sobre ese particular debe darse mediante los recursos que se propongan contra el auto que apruebe la liquidación de costas elaborada por el secretario. Así está dispuesto en el artículo 366-5 del estatuto. 

Corolario de lo dicho es que la sentencia de primer grado será prohijada. Por tanto, los demandantes deberán correr con las costas de esta instancia a favor del demandado, que se liquidarán de manera concentrada ante el Juez de primer grado, siguiendo las pautas del señalado artículo 366, efecto para el cual, en auto separado, se señalarán las agencias en derecho que debe ser incluidas. 

DECISIÓN

A tono con lo discurrido, esta Sala de Decisión Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia el 26 de abril de 2016, proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas en el proceso ordinario seguido por Martín Elías Allan Marín, Gladys Echeverri Torres, Solángel, Martha Cecilia y Harold Mauricio Allan Marín, contra el Partido Conservador Colombiano.
Costas en esta instancia a cargo de los demandantes y a favor del demandado. Se liquidarán en primera sede, de manera concentrada, previa fijación de las agencias en derecho en esta sede. 

Por su pronunciamiento oral, las anteriores decisiones quedan notificadas en estrados.
Los Magistrados

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY GRISALES HERRERA

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

� MORALES MOLINA, Hernando. Curso de Derecho Procesal Civil. Parte General. 8ª ed. Bogotá: Editorial ABC, 1983. p. 239.


� Concepto del 10 de marzo de 2005, M.P. Luis Eduardo Botero Hernández, radicación 0458 de 2005; y concepto del 17 de junio de 2003, M.P. Nydia Restrepo Herrera, radicación 2332. 


� Se ha de tener en cuenta que con respecto de las reservas personales que puedan albergar los entes nominadores se ha considerado que se trata de “circunstancia que escapa por completo al análisis del juez de tutela” (Sentencia T-1190/04).


� Sentencia T-1005/06.


� El artículo 2° de la Ley de la 163 de 1994 establece el plazo de los 5 días posteriores a la inscripción como término para efectuar las modificaciones a la inscripción de candidaturas y la Resolución 1073 de 2007 de la Registraduría Nacional del Estado Civil fijó el calendario electoral, correspondiendo el plazo de modificación entre el 9 y el 15 de septiembre de 2007.
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